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I. INTRODUCCIÓN

La condición humana implica sociabilidad, y con ella un sinfín de rela-
ciones, cuyo depuramiento se transforma en sociedad y Estado; Estado
inoperante sin la existencia de la norma, instrumento de cohesión entre
los elementos que lo integran, más aún, la norma jurídica, cuya prístina
finalidad es la ordenación del comportamiento humano impuesta legíti-
mamente mediante criterios de deber ser obligatorio y cuyo incumpli-
miento se sanciona. Asimismo, la norma jurídica también ha de regular
las relaciones interestatales, es decir, las acciones y/o omisiones realiza-
das entre Estados, o entre éstos y los integrantes que los conforman.

El derecho internacional tiene su origen en el momento en que existen
vínculos o relación jurídica entre los Estados; sin embargo, éstos ya exis-
tían entre comunidades previas a ellos, es decir, antes de que existiera la
concepción actual de Estado.

En paralelo, las relaciones internacionales se han intensificado, los
Estados se integran cada vez más en distintos rubros tanto en el plano
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político como desde el punto de vista social y, en este rubro, los vínculos
comerciales internacionales se incrementan día con día, siendo actual-
mente una de las principales fuentes de ingresos para la mayoría de los
países, a través de la importación o exportación de bienes y servicios.
Los grandes bloques comerciales mantienen casi en su totalidad el con-
trol mercantil y bursátil; asimismo, el tránsito de extranjeros se incre-
menta, la prestación de servicios aumenta, y hoy no es raro ver trasnacio-
nales con accionistas de distintos países, con su sede comercial en un
país diverso vendiendo sus productos en todo el mundo.

Con base en estos procesos de interdependencia internacional, los
conflictos entre Estados y sus nacionales aumentan día a día, hecho que
origina que el derecho internacional haya cobrado mayor auge y trascen-
dencia en nuestros tiempos. En este contexto, la norma se ha tenido que
depurar y actualizar con base en las necesidades que surgen cotidiana-
mente. Actualmente los conflictos que pudieran suscitarse deben obsta-
culizar en lo menos posible las relaciones internacionales, y la solución a
estos problemas se debe dar en el menor tiempo posible con las menores
afectaciones para las partes y con la intención de procurar una buena di-
námica. En este sentido, los Estados se han visto en la necesidad de crear
nuevos medios para la solución de controversias, en donde todos los su-
jetos vinculados se vean beneficiados, o en su defecto lo menos perjudi-
cados en sus intereses.

Estos medios de solución de controversias no son sino el resultado de
la evolución de la norma jurídica y en particular del derecho internacio-
nal; pero ¿qué es el derecho internacional?, ¿cuáles son sus límites e inje-
rencia en la norma local de un Estado?, ¿quién lo crea?, ¿quién obliga su
cumplimiento?, ¿a quién somete? Todos éstos son cuestionamientos ne-
cesarios de responder para poder obtener un concepto sustancial de las
normas jurídicas aplicables en materia internacional.

II. EL DERECHO INTERNACIONAL Y LA NORMA ESTATAL

Hans Kelsen define al derecho internacional como el conjunto de nor-
mas que reglan la conducta de los Estados en sus relaciones mutuas.1
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Otra forma de entender al derecho internacional, según Carlos Arella-
no García, es definirlo como el conjunto de normas jurídicas que regulan
las relaciones de los Estados entre sí, las relaciones de los organismos in-
ternacionales entre sí, las relaciones de los Estados con los organismos
internacionales, las relaciones de los órganos de los organismos interna-
cionales entre sí y con los organismos internacionales, las relaciones de
los hombres que rebasan las fronteras de un Estado y que interesan a la
comunidad internacional.2

Por otra parte, el derecho internacional se encuentra integrado por tra-
tados internacionales, memoranda, intercambio de notas diplomáticas,
enmiendas, anexos, protocolos de tratados, la costumbre internacional,
así como por los principios generales del derecho.

Modesto Seara Vázquez clasifica a las fuentes del derecho internacio-
nal de la siguiente manera:

a) Fundamentales, que son los tratados y la costumbre internacional.
b) Subsidiarias, donde se ubican los principios generales del derecho,

la jurisprudencia y la doctrina.
c) Las resoluciones de órganos internacionales. 3

Tomadas éstas como las fuentes del derecho internacional. Ahora pro-
cedamos a definir al derecho internacional público y al derecho interna-
cional privado.

La primera subdivisión se define como el “conjunto de normas jurídi-
cas consensuales que regulan las relaciones entre los Estados o de éstos
con los organismos internacionales o de éstos entre sí”.4

Respecto al derecho internacional privado, se puede definir como el
“conjunto de normas jurídicas nacionales y supranacionales de Derecho
público que tiene por objeto solucionar controversias de carácter interes-
tatal o internacional, así como regular aspectos atinentes a la cooperación
judicial internacional”.5

En el orden internacional, la norma se crea fundamentalmente por me-
dio de los tratados y la costumbre.
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Dentro del territorio de un Estado coexisten simultáneamente la norma
local o de derecho interno y la legislación de carácter internacional; sin
embargo, dichas normas no siempre coinciden en su totalidad, y entonces
¿qué sucede?, ¿cuál de ellas prevalece?

Existen distintas corrientes que tratan de dirimir dicho conflicto. Las
principales son:

1. Teoría dualista. Postula la existencia de un orden jurídico interno y
otro internacional; es decir, dos sistemas jurídicos separados e indepen-
dientes.

Derecho interno Derecho internacional

Su fuente principal es la ley ema-
nada del legislador.

Su fuente principal son los tratados
internacionales, los cuales son con-
venidos por los Estados.

Su destinatario principal son los
gobernantes y los gobernados.

Su destinatario principal son los
Estados y en ciertos casos su po-
blación.

Cuenta con los órganos necesarios
para ejercer la coacción necesaria
en caso de incumplimiento de la
norma.

Se carece de fuerza compulsiva pa-
ra presentar a un juicio, salvo acep-
tación en contrario, en el caso de
que los Estados en conflicto se so-
metan previamente a la jurisdic-
ción de algún organismo que co-
nozca y resuelva la controversia.

No se puede obligar al cumpli-
miento de una conducta.

Su jurisdicción se aplica sólo en un
Estado determinado.

Rige en los Estados celebrantes de
los tratados internacionales.

2. Teoría monista internacionalista y nacionalista. Determinan la
existencia de un orden jurídico único en el que las normas que lo inte-
gran son locales y/o internacionales, quedando jerárquicamente la norma
internacional sobre la norma local, según la percepción internacionalista
y de manera inversa la teoría nacionalista.6
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III. SOMETIMIENTO DE LOS ESTADOS AL DERECHO

INTERNACIONAL

Las relaciones internacionales crean distintas comunidades de Esta-
dos, las cuales procuran mantener una cierta conducta homogénea hacia
las otras comunidades, bloques o Estados, pretendiendo lograr una esta-
bilidad global; estas comunidades se rigen por ciertas normas jurídicas
metaestatales, tendientes a la igualdad y equidad entre los países.

Para poder lograr este objetivo, los Estados deben obrar de común
acuerdo con lo pactado en el ámbito internacional, evitando actuar de
forma subjetiva con base en su legislación e intereses, ya que de así ha-
cerlo pondrían en riesgo la equidad y la justicia con los Estados vincu-
lados.

Asimismo, cuando aparece algún conflicto internacional, existen di-
versos medios para intentar solucionarlo, donde la norma local queda
constreñida a diversos procesos y normas de carácter internacional.

Normalmente la norma internacional a aplicar se encuentra contem-
plada en los tratados internacionales firmados por los Estados o por un
órgano supraordenado creado para tal fin.

Los principales medios para la resolución de conflictos en materia in-
ternacional son:

1. Negociación diplomática. En este caso los Estados involucrados
tratan de resolver el conflicto por medio de negociaciones sin la in-
tervención de un tercero; sin embargo, éstas se pueden ventilar den-
tro de conferencias internacionales.

2. Buenos oficios y mediación. Implican la intervención de un tercero,
ya sea por propia iniciativa o solicitud de parte para resolver la con-
troversia.

3. Conciliación. Se trata de comisiones permanentes a las cuales los
Estados convienen someterse forzosamente para la resolución del
conflicto. Dicha comisión estudia el conflicto y emite un informe
cuya propuesta no es obligatoria para las partes, pudiendo recurrir a
otras instancias.

4. Investigación. La única intención de la investigación es la de deter-
minar las causas que originan el conflicto, a fin de que las comisio-
nes señalen la realidad de los hechos.
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5. Arbitraje. Es una figura en donde los Estados en conflicto se some-
ten a la determinación que emita un árbitro, o comisión arbitral. Di-
cho proceso será ahondado con mayor detenimiento posteriormente.7

Además de los anteriores, existen otros medios para la solución de
controversias, donde tienen injerencia organismos internacionales pre-
concebidos con un cuerpo jurídico establecido.

En este sentido, existen organismos tanto de derecho internacional pú-
blico como de derecho internacional privado a los cuales pueden acudir
los Estados para dirimir sus conflictos; un ejemplo de ello es la Corte
Internacional de Justicia, la cual es el principal órgano judicial de las Na-
ciones Unidas.

Su sede se encuentra en La Haya, y se encarga de resolver controver-
sias jurídicas entre los Estados partes, así como emitir opiniones consul-
tivas para las Naciones Unidas y sus organizaciones especializadas.

El artículo 36 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia refiere
la competencia que ésta tendrá en los conflictos internacionales; asimis-
mo, determina los rubros en los cuales sus determinaciones serán obliga-
torias para las partes que se sometan a su jurisdicción. Dicho artículo di-
ce a la letra:

1. La competencia de la Corte se extiende a todos los litigios que las partes
le sometan y a todos los asuntos especialmente previstos en la Carta de las
Naciones Unidas o en los tratados y convenciones vigentes.

2. Los Estados partes en el presente Estatuto podrán declarar en cual-
quier momento que reconocen como obligatoria ipso facto y sin convenio
especial, respecto a cualquier otro Estado que acepte la misma obligación,
la jurisdicción de la Corte en todas las controversias de orden jurídico que
versen sobre:

a. la interpretación de un tratado;
b. cualquier cuestión de derecho internacional;
c. la existencia de todo hecho que, si fuere establecido, constituiría vio-

lación de una obligación internacional;
d. la naturaleza o extensión de la reparación que ha de hacerse por el

quebrantamiento de una obligación internacional.
3. La declaración a que se refiere este Artículo podrá hacerse incondi-

cionalmente o bajo condición de reciprocidad por parte de varios o deter-
minados Estados, o por determinado tiempo.
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4. Estas declaraciones serán remitidas para su depósito al Secretario
General de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias de ellas a las
partes en este Estatuto y al Secretario de la Corte.

5. Las declaraciones hechas de acuerdo con el Artículo 36 del Estatuto
de la Corte Permanente de Justicia Internacional que estén aún vigentes,
serán consideradas, respecto de las partes en el presente Estatuto, como
aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de Justi-
cia por el periodo que aún les quede de vigencia y conforme a los términos
de dichas declaraciones.

6. En caso de disputa en cuanto a si la Corte tiene o no jurisdicción, la
Corte decidirá.8

Es de hacer mención que el artículo 94 de la Carta de las Naciones
Unidas establece que cada uno de sus miembros se compromete a cum-
plir con las decisiones que la Corte Internacional de Justicia emita en to-
do litigio en que éstos sean parte, y en caso contrario la parte contraria
podrá recurrir al Consejo de Seguridad, el cual podrá, si lo cree necesa-
rio, hacer recomendaciones o dictar medidas con objeto de que se lleve a
efecto la ejecución del fallo.

Asimismo, el artículo 34 de la Carta de las Naciones Unidas expresa
que el Consejo de Seguridad podrá investigar toda controversia, o toda
situación susceptible de conducir a fricción internacional o dar origen a
una controversia, a fin de determinar si la prolongación de tal controver-
sia o situación puede poner en peligro el mantenimiento de la paz y la se-
guridad internacionales.

En el caso de incumplimiento de las recomendaciones planteadas por
el Consejo de Seguridad, el siguiente paso a seguir según el artículo 41
del mismo ordenamiento, será decidir qué medidas que no impliquen el
uso de la fuerza armada han de emplearse para hacer efectivas sus deci-
siones, y podrá instar a los miembros de las Naciones Unidas a que apli-
quen dichas medidas, que podrán comprender la interrupción total o par-
cial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias,
marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, y otros medios
de comunicación, así como la ruptura de relaciones diplomáticas.9

Finalmente, el artículo 42 del multicitado documento refiere que si el
Consejo de Seguridad estima que las medidas planteadas en el párrafo
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anterior resultan ser inadecuadas, éste podrá ejercer, por medio de fuer-
zas aéreas, navales o terrestres, la acción que sea necesaria para mantener
o restablecer la paz y la seguridad internacionales. Tal acción podrá com-
prender demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por
fuerzas aéreas, navales o terrestres de miembros de las Naciones Unidas.

Como podemos observar, los procedimientos coercitivos en materia
internacional, en particular respecto a los conflictos inter-Estados, sólo
son realizados previo a una ardua labor de convencimiento y buenos ofi-
cios tanto en la Corte Internacional de Justicia como en el Consejo de Se-
guridad, y se aplican solamente cuando resulten indispensables y el con-
flicto transgreda la paz o soberanía entre los Estados.

Respecto a la posible aplicación de sanciones en derecho internacio-
nal, es menester mencionar que éstas son de difícil aplicación y posterio-
res a múltiples procesos de convicción para la parte que incumple; sin
embargo, cabe destacar que en principio, si un país infringe la norma in-
ternacional, su prestigio ante los demás Estados se demerita, lo que pue-
de resultar en pérdida de participación en futuros tratados y convenios.

Ahora bien, como se ha hecho mención, el derecho internacional pú-
blico no sólo vincula a Estados, sino a diversas personas, de carácter físi-
co y moral, que por motivo de sus acciones trascienden al ámbito inter-
nacional dentro del rubro del derecho público, actos en los que pueden
participar distintos organismos e instituciones internacionales, depen-
diendo del rubro del que se trate.

Ejemplo de ello es la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la
cual es un organismo internacional especializado de las Naciones Unidas
que procura fomentar la justicia social y los derechos humanos y labora-
les internacionalmente reconocidos.

Dicha organización fue creada en 1919, y es el único resultado impor-
tante que aún perdura del Tratado de Versalles, el cual dio origen a la
Sociedad de Naciones; en 1946 se convirtió en el primer organismo espe-
cializado de las Naciones Unidas.

La OIT formula normas internacionales del trabajo, que revisten la
forma de convenios y de recomendaciones, por las que se fijan condicio-
nes mínimas en materia de derechos laborales fundamentales: libertad
sindical, derecho de sindicación, derecho de negociación colectiva, abo-
lición del trabajo forzoso, igualdad de oportunidades y de trato, así como
otras normas por las que se regulan condiciones que abarcan todo el es-
pectro de cuestiones relacionadas con el trabajo.
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Al igual que en otros procesos de derecho internacional, en caso de in-
cumplimiento de un convenio ratificado por parte de cualquier miembro
de la Organización, se podrá presentar ante la Oficina Internacional del
Trabajo una queja en contra de éste. Asimismo, la Corte Internacional de
Justicia podrá confirmar, modificar o anular las conclusiones o recomen-
daciones que pudiera haber formulado la comisión de encuesta.10

Dentro del derecho internacional público también existen organismos
e instituciones dedicados a velar por la protección y resguardo de las ga-
rantías fundamentales del gobernado, así como de juzgar a aquellos que
las hayan vulnerado o transgredido, independientemente del Estado del
que se trate; en este caso la relación es con uno o varios particulares, y
no así con un sujeto de carácter estatal. En este rubro nos encontramos
con diversas instituciones tales como la Corte Penal Internacional, la cual
se define como una corte permanente e independiente que conoce de pro-
cesos vinculados con personas que han cometido crímenes en materia in-
ternacional, denominados como genocidio, crímenes de lesa humanidad
y crímenes de guerra, actuando de conformidad con lo acordado por los
104 países adscritos.

La Corte Penal Internacional funge como última instancia para cono-
cer de ese tipo de delitos, en el entendido de que sólo actuará si no existe
investigación o proceso judicial alguno realizado por la autoridad com-
petente en el país de jurisdicción aplicable, o que se acredite que dicho
procedimiento se encuentra viciado.

Dicha Corte se encuentra fundamentada en el Estatuto de Roma, del
primero de julio de 2002.11

En este tenor, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos determina en su artículo 21, párrafo quinto, que el Ejecutivo Federal
podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, reconocer la jurisdic-
ción de la Corte Penal Internacional.

Por otra parte, encontramos la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, que es una institución judicial autónoma proveniente de la Orga-
nización de los Estados Americanos, y cuyo objetivo es la aplicación e
interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y
de otros tratados concernientes.
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A la fecha, veinticinco naciones americanas han ratificado o se han
adherido a la Convención: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Colom-
bia, Costa Rica, Chile, Dominica, Ecuador, El Salvador, Grenada, Guate-
mala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay,
Perú, República Dominicana, Surinam, Trinidad y Tobago, Uruguay y
Venezuela.

Cabe señalar que en contra de las sentencias y resoluciones de esta
Corte no procede ningún medio de impugnación; asimismo, cuando las
partes en un caso ante la Corte le comunican a ésta la existencia de una
solución amistosa, de un avenimiento o de otro hecho idóneo para la so-
lución del litigio, la Corte podrá declarar terminado el asunto.12

Respecto al derecho internacional privado, cabe hacer mención de las
siguientes acotaciones:

El derecho interno de un Estado (legislaciones federales, locales y de-
más ordenamientos) le es aplicable a su población o a aquellos sujetos
extranjeros que vinculados con éste así lo determinen, salvo pacto en
contrario; sin embargo, cabe la posibilidad de que aquellos sujetos que
pretendan sujetarse a la norma jurídica de donde son oriundos, o donde
se realizó el acto jurídico, dicho conflicto es susceptible de ser resuelto
por medio del derecho internacional privado, entendiendo como tal

al conjunto de normas jurídicas nacionales y supranacionales de Derecho
público que tienen por objeto solucionar controversias de carácter interes-
tatal o internacional, mediante la elección del juez competente para diri-
mirlas, de la ley aplicable al fondo del asunto o la utilización de una nor-
ma que específicamente les dará una solución directa.13

Dentro de los diversos medios para la solución de controversias en el
derecho internacional privado, primero haremos referencia a aquel en
el que se involucra la jurisdicción y procesos estatales; es decir, donde
las autoridades de dos o más Estados intervienen para la solución del
conflicto.
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En este sentido, pueden surgir diversas hipótesis, ya sea que el con-
flicto sea resuelto por un solo Estado aunque estén vinculados sujetos de
distintas nacionalidades, o que los Estados de los sujetos involucrados
intervengan realizando respectivamente las acciones competentes para la
solución del conflicto, ambos supuestos inmersos en el principio de coo-
peración internacional (derecho cooperacional). La Carta de las Naciones
Unidas determina que cada Estado debe cooperar a la solución de proble-
mas de carácter económico, social, cultural o humanitario.14

Cabe hacer mención que este tipo de conflictos también pueden ser re-
sueltos por la norma establecida en algún tratado internacional, pudiendo
determinarse el derecho y la competencia aplicables o las reglas para fa-
cilitar su determinación.

El siguiente medio de solución de controversias es el proceso arbitral
internacional, el cual, como podemos observar, sólo se relaciona con ac-
tos jurídicos de carácter meramente mercantil.

En este caso, las personas que realizan un acto jurídico mercantil esta-
blecen su sometimiento a un conjunto de reglas arbitrales, determinando
también al cuerpo arbitral que conocerá de la controversia, pudiendo ser
nacional o internacional y de diversos tipos.

La postura jurídica en México respecto al derecho internacional se
considera de corte monista nacionalista. Lo anterior, con base en lo esta-
blecido por el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, donde se plantea una jerarquización y subordinación
de la norma jurídica nacional a la Constitución, concediéndole un mayor
valor jerárquico a la norma constitucional con relación a la norma inter-
nacional vertida en los tratados internacionales. De aquí se desprende el
hecho de que la norma internacional convive con los lineamientos nor-
mativos nacionales, en el entendido de que ésta no podrá imponerse so-
bre la norma que da origen y regula al Estado de derecho nacional; no
obstante, México postula el cumplimiento de los compromisos celebra-
dos con otros Estados, haciendo valer sus derechos y obligaciones, aca-
tándose a los lineamientos normativos de las relaciones internacionales
contemplados en los cuerpos jurídicos metaestatales, a través de una rati-
ficación senatorial que asegura y garantiza que el tratado internacional en
cuestión no contradice la norma fundamental interna.
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Art. 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que ema-
nen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, cele-
brados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación
del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada
Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las
disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes
de los Estados.15

IV. LOS TRATADOS INTERNACIONALES

El derecho internacional, tanto público como privado, contemplan la
figura de los tratados internacionales (convenciones o pactos) que pue-
den ser definidos como los acuerdos de voluntades entre dos o más Esta-
dos soberanos para crear, modificar o extinguir derechos y obligaciones
entre las partes.16

La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, en su ar-
tículo segundo, define a los tratados como un acuerdo internacional cele-
brado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya
conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos, y
cualquiera que sea su denominación particular.

Como ya se hizo mención, nuestra carta magna, en su artículo 133, con-
sidera a los tratados internacionales como parte de la ley suprema de toda
la Unión; asimismo, determina qué poderes del Estado cuentan con facul-
tades respecto de éstos. En este sentido, los artículos 76 y 89 del mismo
ordenamiento, reformados el 17 de enero del 2007 y vigentes al 13 de fe-
brero del mismo, expresamente consignan:

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:
I. Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal con

base en los informes anuales que el Presidente de la República y el Secre-
tario del Despacho correspondiente rindan al Congreso;

Además, aprobar los tratados internacionales y convenciones diplomá-
ticas que el Ejecutivo Federal suscriba, así como su decisión de terminar,
denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular de-
claraciones interpretativas sobre los mismos;
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Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente son las si-
guientes:

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, así co-

mo terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas

y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos

a la aprobación del Senado. En la conducción de tal política, el titular del
Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autode-
terminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de
controversias; la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las re-
laciones internacionales; la igualdad jurídica de los Estados; la coopera-
ción internacional para el desarrollo; y la lucha por la paz y la seguridad
internacionales.17

Además de los numerales aquí transcritos, la norma interna que regula
a los tratados es la Ley sobre la Celebración de Tratados, del 2 de enero
de 1992, cuyo objeto principal es el regular la celebración de tratados y
acuerdos interinstitucionales en el ámbito internacional.

La ley en comento define en su artículo 2 al tratado, de la siguiente
manera:

Artículo 2. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
1. “Tratado” el convenio regido por el derecho internacional público,

celebrado por escrito entre el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos
y uno o varios sujetos de derecho internacional público, ya sea que para su
aplicación requiera o no la celebración de acuerdos en materias específi-
cas, cualquiera que sea su denominación, mediante el cual los Estados
Unidos Mexicanos asumen compromisos.18

Doctrinariamente la denominación de tratado es otorgada a los acuer-
dos realizados entre sujetos del derecho internacional celebrados por
aquellos que se encuentren facultados para ello, contenidos en un instru-
mento determinado, con la intención de producir derechos y obligaciones
para las partes.

Los tratados se dividen principalmente según el fondo de éstos o el
número de participantes que lo conformen.
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Respecto al fondo, los tratados podrán tener una finalidad limitada
respecto a una determinada obligación, extinguiéndose al momento en
que ésta se cumplimenta, o bien ser tratados-ley, cuya intención es la
creación de una normatividad de carácter jurídico que obligue de forma
permanente a las partes que lo celebran.

Respecto a las partes que lo conformen, los tratados podrán ser bilate-
rales o multilaterales, dependiendo el número de participantes que lo in-
tegren.

Como principio general, los tratados cuentan con cuatro elementos
fundamentales: la capacidad, el consentimiento, el objeto y la forma.

Respecto a la capacidad, la Convención de Viena sobre el Derecho de
los Tratados determina que todo Estado cuenta con la capacidad para ce-
lebrar tratados a través de los funcionarios facultados para ello.

Con relación al consentimiento, cada Estado lo manifestará según lo
determine su propia legislación; sin embargo, se presume el consenti-
miento de las partes.

El objeto de los tratados será el motivo o finalidad a alcanzar mediante
la celebración del mismo.

La forma de los tratados se basa fundamentalmente en que éstos debe-
rán realizarse por escrito, no obstante que de conformidad con las partes
puedan revestir otras formalidades.19

El procedimiento para la elaboración de los tratados internacionales
cuenta con varias etapas. La forma general en la que se ha sistematizado
es la siguiente:

Primero se inician las negociaciones, donde se llevarán a cabo todas
las actividades tendientes a acordar los objetivos, contenido, alcance y
estructura de redacción del tratado, así como también será convenido el o
los idiomas en que será redactado. En esta etapa las partes se asisten de
especialistas y técnicos relacionados con el objeto o materia del tratado a
celebrar, con la intención de permear cualquier deficiencia en el fondo o
forma que pudieran perjudicarles, procurando que no haya confusión en
la exactitud de los términos.

Una vez clausulados dichos términos, se procede a expresar el consen-
timiento que de éste otorgan las partes mediante la firma del mismo, ya
sea inmediatamente si se cuenta con las facultades necesarias para ello o
ad referéndum, donde el sello impuesto o la rúbrica realizada inicialmente
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sólo sirven para autenticar el documento, no surtirá los efectos jurídicos
correspondientes hasta su ratificación, ya que éste será sometido previa-
mente a la consideración de los funcionarios competentes de los Estados
signantes.

Al momento en que un tratado es ratificado, el Estado que lo realiza
exterioriza la intención de obligarse en los términos del mismo, cumpli-
mentando también con todos los requisitos que su legislación determina
para otorgarle la formalidad jurídica requerida. Asimismo, otro Estado
que no haya participado en la realización del tratado puede adherirse a él
manifestando su intención de obligarse en los mismos términos con todas
las partes.

Finalmente, y salvo pacto en contrario, la ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión del tratado se deberá canjear o notificar entre las
partes, o en su defecto depositarlo ante un Estado u organismo interna-
cional con el propósito de hacer constar su intención de obligarse en los
términos convenidos por el instrumento. Lo anterior, de conformidad con
lo establecido en el artículo 16 de la Convención de Viena sobre el Dere-
cho de los Tratados.

Al concluir este proceso, la Convención en comento, así como la Car-
ta de las Naciones Unidas, establecen que aquellos tratados que hayan
entrado en vigor deberán ser registrados en la respectiva Secretaría y pu-
blicados a la brevedad posible, con la intención de proporcionar la segu-
ridad jurídica pertinente; sin embargo, la omisión de esta obligación no
implica consecuencia alguna.

En ocasiones los Estados suscriptores de un tratado emiten reservas
respecto del instrumento ya redactado, lo que implica la exclusión, modi-
ficación o variación de sentido, interpretación o alcance de cierta dispo-
sición contemplada en el tratado, a lo que deberán estar de acuerdo las
demás partes, siempre y cuando la figura se encuentre contemplada en el
cuerpo del mismo instrumento jurídico.

Las reservas pueden realizarse al momento de firma y/o aprobación
del instrumento, en el instante en el que se hace el canje de ratificaciones
o cuando se hace el depósito de ratificación.20

La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados menciona
en su artículo 19 que un Estado podrá formular una reserva en el momen-
to de firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o de adherirse a él, a
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menos que la reserva esté prohibida, o no se encuentre comprendida den-
tro de las reservas contempladas por el tratado, o que ésta sea incompati-
ble con el objeto o fin del tratado.21

V. OBLIGATORIEDAD DEL CUMPLIMIENTO DE LOS TRATADOS

La sujeción de los Estados al cumplimiento de la norma planteada en
los tratados se encuentra vinculada con el consentimiento expreso de los
Estados parte, por lo que si un Estado no emite su consentimiento expre-
so, entonces no se encuentra obligado ante esa reglamentación interna-
cional.

El cumplimiento de los tratados surge en el instante en que éstos en-
tran en vigor, o en la fecha pactada por alguna de las partes posterior a la
vigencia original del tratado, y concluye al momento de extinción, diso-
lución, invalidez o denuncia del instrumento.

Respecto de la obligatoriedad de los tratados, existe la obligación por
parte de los Estados signantes a no estipular cláusula alguna que vaya en
contra de alguna norma imperativa de derecho internacional, también co-
nocido como el principio de respeto a las normas de ius cogens, siendo
en caso contrario causal de nulidad del tratado; tampoco deberá ir en
contra del derecho interno de un Estado; asimismo, no se les podrá dar
efecto retroactivo con relación a sucesos acaecidos con antelación. En es-
te sentido, el artículo 20 de la Convención de Viena sobre el Derecho de
los Tratados refiere:

28. Irretroactividad de los tratados. Las disposiciones de un tratado no obli-
garan a una parte respecto de ningún acto o hecho que haya tenido lugar
con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del tratado para esa parte ni
de ninguna situación que en esa fecha haya dejado de existir, salvo que una
intención diferente se desprenda del tratado o conste de otro modo.22

De conformidad con el artículo 29 del mismo ordenamiento, el ámbito
territorial de los tratados respecto a su obligatoriedad comprende a la tota-
lidad del territorio de las partes que lo celebran, salvo pacto en contrario.
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Una vez celebrado el tratado, los Estados signantes se obligan con di-
versos principios de derecho internacional a mantener y cumplimentar
con las obligaciones contraídas. Tal es el caso de la regla denominada
como pacta sunt servanda, la que manifiesta que los tratados celebrados
conforme a derecho deberán ser cumplidos cabalmente. Dicha regla se
encuentra contemplada en el artículo 26 de la Convención de Viena so-
bre el Derecho de los Tratados.23

Otro de los principios o reglas rectoras de la obligatoriedad en el cum-
plimiento de los tratados es el que refiere que los tratados sólo obligan a
las partes res inter alios acta. Partiendo de este principio, sólo aquellos
que manifestaron su consentimiento para obligarse quedan constreñidos
al cumplimiento de sus obligaciones hacia las otras partes, salvo en aque-
llos casos en que se vulnere un interés internacional general.

Un tercer principio es la cláusula rebus sic stantibus, o mientras las
cosas así permanezcan, la cual postula liberar del cumplimiento de la
obligación clausulada en el tratado cuando las circunstancias modifican
la causa original que le dieron origen.

Al respecto, Hegel afirma que “un Tratado no es válido sino por el
tiempo en que el Estado contratante tiene interés en observarlo. El Esta-
do, convencido de que el Tratado es sencillamente contrario a su interés
tiene el derecho de anularlo si puede”.24

Este principio es tocado por la Convención de Viena sobre el Derecho
de los Tratados en su artículo 62, donde anula el valor de este principio,
salvo que las circunstancias que cambiaron fueran elemento fundamental
del tratado o modifiquen el alcance de las obligaciones.

Si el cumplimiento del tratado por alguna de las partes derivara en al-
gún conflicto para ella, existe la posibilidad de promover negociaciones
que culminen en la revisión del tratado; sin embargo, esto podría conlle-
var al incumplimiento por otra de las partes, solicitar la exigencia de va-
lidar las garantías comprometidas o promover el resarcimiento relativo a
daños y perjuicios.

Por otro lado, si el objeto motivo del tratado desaparece temporal o
definitivamente, podrá alegarse esa causa como impedimento para el
cumplimiento de la obligación.
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Cabe señalar que en el caso de que las relaciones diplomáticas entre
los Estados se vean fracturadas, esto no implica afectación alguna res-
pecto de las obligaciones jurídicas contraídas a la firma de los tratados
que los vinculan.

Aunados a los anteriores, existen otros principios y reglas que regulan
la vida jurídica internacional. En el ámbito nacional la actividad jurídica
internacional se encuentra regulada, como ya se hizo mención, por medio
de los artículos 76, 84 y 133 constitucionales, así como la Ley sobre la
Celebración de los Tratados y las demás leyes y reglamentos, como lo
son la Ley Orgánica de la Administración Pública o el Reglamento Inte-
rior de la Secretaría de Relaciones Exteriores, que facultan a los distintos
órganos de gobierno para poder ejercer sus facultades en materia interna-
cional.

Respecto al cumplimiento de la norma internacional, cabe reiterar el
hecho de que los tratados internacionales siempre se ubicarán jerárquica-
mente por debajo de la norma constitucional. Así lo refiere la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, la que en 1999 aprobó la tesis de jurispru-
dencia identificada con el número LXXVII/199, manifestando lo condu-
cente, considerando además que la norma federal y local se encontrarán
siempre por debajo de éstos.

VI. LOS TRATADOS COMERCIALES INTERNACIONALES

Un tratado es un acuerdo internacional celebrado por escrito entre
Estados y regido por el derecho internacional. En este sentido, los Esta-
dos Unidos Mexicanos han celebrado diversos tratados en distintas mate-
rias desde su surgimiento como Estado, donde la materia económica no
ha sido la excepción. Las necesidades nacionales en este rubro han traído
como consecuencia la apertura comercial de nuestro país, la cual se in-
tensificó en 1986 a partir del ingreso de México al Acuerdo General so-
bre Aranceles Aduaneros y Comercio (General Agreement on Tariffs and
Trade, GATT) y en 1995, a las normas que rigen el comercio entre los
países, al crearse la Organización Mundial de Comercio (OMC), la cual
se ocupa de determinar las normas fundamentales del comercio interna-
cional, mediante la celebración de contratos que obligan a los gobiernos
a mantener sus políticas comerciales dentro de límites previamente acor-
dados.
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Al día de hoy México ha celebrado once tratados de libre comercio,
motivo por el cual se ha visto en la necesidad de actualizar la norma na-
cional y adherirse a ciertos estatutos normativos en materia internacio-
nal. Respecto a la norma nacional, el 2 de septiembre de 2004 se decre-
tó la Ley sobre la Aprobación de Tratados Internacionales en Materia
Económica.

De conformidad con su artículo primero, la Ley en comento tiene co-
mo objeto reglamentar el artículo 93 de la Constitución Política en mate-
ria de las facultades constitucionales del Senado de requerir información
a los secretarios de Estado, jefes de departamento administrativo, así co-
mo a los directores de los organismos descentralizados competentes so-
bre la negociación, celebración y aprobación de tratados relacionados
con el comercio de mercancías, servicios, inversiones, transferencia de
tecnología, propiedad intelectual, doble tributación, cooperación econó-
mica y con las demás materias a que se refiera la Ley en comento.25

Asimismo, determina que la intención de la celebración de los tratados
es contribuir al mejoramiento en la calidad de vida y bienestar de la po-
blación mexicana, propiciando el aprovechamiento de los recursos pro-
ductivos nacionales, así como promover el acceso de los productos mexi-
canos a los mercados internacionales, contribuyendo a la diversificación
de mercados.

Otras de sus finalidades son el fomentar la integración de la economía
mexicana con la internacional y contribuir a la elevación de la competiti-
vidad nacional, promoviendo la transparencia en las relaciones comercia-
les internacionales.26

Para la celebración de tratados en materia comercial, los ciudadanos y
las organizaciones empresariales, ciudadanas y sindicales podrán emitir
su opinión ante el Senado de la República, ya sea de forma oral o por es-
crito.27

Según lo señala Pedro Trejo Vargas, los tratados y acuerdos comercia-
les son estructurados con los siguientes elementos:28
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1. Aspectos generales.
a) Disposiciones iniciales.
b) Definiciones generales.

2. Comercio de bienes.
a) Trato nacional y acceso de bienes al mercado.
b) Agricultura y medidas fitosanitarias y zoosanitarias.
c) Reglas de origen.
d) Procedimientos aduaneros.
e) Medidas de salvaguarda.
f) Prácticas desleales.

3. Comercio de servicios.
a) Principios generales sobre el comercio de servicios.
b) Entrada temporal de personas de negocios.
c) Telecomunicaciones.
d) Servicios financieros.

4. Barreras técnicas al comercio.
— Medidas de normalización.

5. Compras del sector público.
— Compras del sector público.

6. Inversión.
— Inversión.

7. Propiedad intelectual.
— Propiedad intelectual.

8. Disposiciones administrativas.
a) Publicación, notificación y garantías de audiencia y legalidad.
b) Administración del tratado.

9. Solución de controversias.
— Solución de controversias.

10. Otras disposiciones.
a) Excepciones.
b) Disposiciones finales.

11. Anexos.
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VII. DISTINTOS MEDIOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Como ya se hizo mención en incisos anteriores, el derecho internacio-
nal público y el derecho internacional privado cuentan con distintos me-
canismos para la solución de controversias, los cuales se señalan a conti-
nuación.

Los medios de solución de controversias en el derecho internacional
público son:

1. Negociación diplomática. Donde se resuelve el conflicto mediante
negociaciones.

2. Buenos oficios y mediación. En este caso la controversia es resuelta
por un tercero sujeto.

3. Conciliación. Son comisiones permanentes quienes estudian el con-
flicto y emiten un informe.

4. Investigación. Su intención es determinar las causas que origina el
conflicto.

5. Arbitraje. Los Estados en conflicto se someten a la determinación
que del conflicto emita un árbitro, o comisión arbitral.

6. Mediante la intervención de organismos internacionales previamen-
te establecidos, los que cuentan con una determinada normatividad.

Respecto al derecho internacional privado, existen los siguientes me-
dios para la solución de controversias:

1. Mediante la intervención judicial de los Estados donde las partes
son oriundas. En este caso las autoridades de dos o más Estados in-
tervienen para la solución del conflicto, ya sea de forma conjunta
mediante el principio de cooperación internacional o aisladamente.

2. Por medio de la norma establecida en algún tratado internacional, el
cual podrá establecer el derecho y la competencia aplicable o las re-
glas para facilitar su determinación.

3. Proceso arbitral comercial internacional, sólo relacionado con actos
jurídicos de carácter mercantil. En este caso un cuerpo arbitral na-
cional o internacional conocerá de la controversia.

En resumen, los procesos aquí citados son los principales mecanismos
para la solución de controversias en materia internacional, tanto en dere-
cho internacional público como en derecho internacional privado. En los
siguientes puntos se detallarán algunos de estos instrumentos.
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VIII. EL PROCESO ARBITRAL

En incisos anteriores se ha mencionado que el proceso arbitral interna-
cional, en sus distintas vertientes, funge como medio para la resolución
de conflictos entre sujetos que cuentan de inicio con una jurisdicción di-
versa; sin embargo, derivado de su trascendencia, procederemos en el
presente inciso a ahondar más en dicho mecanismo.

Fernando Mariño Menéndez define al arbitraje internacional como
“un procedimiento jurisdiccional de solución de controversias internacio-
nales de carácter definitivo y obligatorio para las partes, el cual es elegi-
do por las partes en conflicto”.29

A la vez, divide al arbitraje en dos formas fundamentales:
Arbitraje aislado. El cual surge con la intención de resolver un con-

flicto determinado, sin que su constitución sea impuesta por alguna nor-
ma internacional vigente con antelación al compromiso de creación.

Arbitraje obligatorio. Tiene lugar cuando los Estados parte en una
controversia internacional se han obligado previamente a someterla al tri-
bunal de arbitraje.30

Será por medio de la figura del arbitraje como las partes en un conflic-
to decidan adoptar una resolución como definitiva respecto al mismo,
emitida por un tercero o por un tribunal conformado para conocer de la
controversia.

Con frecuencia el arbitraje implica una jurisdicción constituida con la
intención de resolver un conflicto en particular. Si la controversia se en-
cuadra en el ámbito judicial, el órgano arbitral generalmente estará cons-
tituido con antelación al suceso.

Como ya se hizo referencia, el arbitraje puede ser ad hoc e institucio-
nal. En caso de que el arbitraje sea institucional, será administrado por
centros institucionales de arbitrajes, y en el otro supuesto hablaremos de
un órgano constituido para la resolución de un conflicto determinado.

En particular, las características fundamentales del arbitraje comercial
se pueden agrupar en los siguientes principios:

1. Podrá ser obligatorio cuando las partes lo clausulen o a petición de
parte.
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2. Una vez constreñidas las partes a la jurisdicción arbitral, el arbitraje
deberá continuar hasta su conclusión.

3. Los criterios de resolución podrán ser determinados con base en la
reglamentación del Estado o internacional.

4. La resolución que emita el árbitro deberá ser fundada con justicia,
buena fe y apegada a derecho.

5. La resolución arbitral es obligatoria para las partes.31

En el capítulo XX del Tratado de Libre Comercio de América del
Norte (TLCAN), en particular en el artículo 2022 (Medios alternativos
para la solución de controversias comerciales), queda establecido que ca-
da país estará obligado a promover y facilitar el arbitraje, como una alter-
nativa para la solución de controversias de comercio internacional. En
este sentido, el artículo refiere:

1. En la mayor medida posible, cada Parte promoverá y facilitará el recur-
so al arbitraje y a otros medios alternativos para la solución de controver-
sias comerciales internacionales entre particulares en la zona de libre co-
mercio.

2. A tal fin, cada Parte dispondrá procedimientos adecuados que asegu-
ren la observancia de los convenios de arbitraje y el reconocimiento y eje-
cución de los laudos arbitrales que se pronuncien en esas controversias.32

Asimismo, existen otros convenios y tratados celebrados por México
donde se plantea la figura del arbitraje, así como también dentro de la
norma nacional existen distintos cuerpos legislativos en los que se con-
templa la figura del arbitraje o del procedimiento arbitral. Tal es el caso
de la Ley sobre la Celebración de Tratados, el Código de Comercio, el
Código Federal de Procedimientos Civiles, los códigos de procedimien-
tos civiles del fuero común, entre otros.

Para efectos supletorios y de mejor proveer, en los procesos arbitrales
se cuenta con distintos instrumentos que pretenden homogeneizar la nor-
ma a aplicar, pudiéndonos concretar en las reglas de procedimiento y las
leyes modelo.

Las reglas de procedimiento se pueden localizar en distintos cuerpos
normativos, tales como:
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1. El Reglamento de Procedimientos de la Comisión Interamericana
de Arbitraje Comercial (CIAC), que son normas derivadas de las
prácticas, usos y costumbres comerciales que se aplican de oficio a
falta de convenio entre las partes.

2. Reglas de procedimiento del Centro Internacional de Arreglo de
Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI), siendo reglas preesta-
blecidas, dentro de un solo instrumento jurídico, donde se postula
la conformación de comisiones para la solución de controversias.

3. Reglas de procedimiento de la Comisión de las Naciones Unidas
para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI o Uncitral), las
cuales son un reglamento de conciliación preestablecido por las par-
tes para la solución de controversias derivadas de una relación con-
tractual u otro tipo de relación jurídica.

Cabe señalar que tanto las reglas del CIADI como las de la Unci-
tral han sido adoptadas por el TLCAN dentro del capítulo XI de
inversiones.

4. Reglas de procedimiento de la Corte de Arbitraje Internacional
(CAI), que son establecidas por la Cámara de Comercio Internacio-
nal, la cual se especializa en la solución de controversias comercia-
les de carácter internacional. En este caso las partes se adecuan a
las reglas en comento.

Respecto a las reglas modelo, nos encontramos como ejemplo principal a
la Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial Internacional del CNUDMI o
de la Uncitral, cuyas disposiciones serán aplicables al arbitraje comercial in-
ternacional sin perjuicio de cualquier tratado multilateral o bilateral vigente,
según lo determina el artículo primero de la Ley en comento; asimismo,
en artículos posteriores se consigna la limitante de intervención de otro
tribunal mientras que el de la Comisión conozca.33

Cabe señalar que tanto las reglas modelo de procedimiento como las
reglas de procedimiento normalmente son acordadas dentro del texto de
los tratados, que así lo contemplen; como ejemplo podemos señalar al
TLCAN, cuyo texto prevé la existencia de las reglas de procedimiento en
su artículo 1904, y las reglas modelo de procedimiento en su artículo
2012.
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Algunos de los beneficios que conlleva el proceso arbitral son la eli-
minación de formalismos procesales incoados dentro de tribunales esta-
tales en los cuales alguna de las partes desconoce la regulación local; asi-
mismo, el proceso arbitral concede una mayor participación a las partes,
así como vigencia y actualidad procesal para resolver respecto del objeto
materia de la controversia, concediendo también mayor economía, agili-
dad y fluidez a los procesos para su culminación.

IX. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS MEDIANTE PANELES

BINACIONALES

Con base en el constante incremento de complejidad que presentan las
relaciones internacionales, sobre todo en el ámbito mercantil, ha sido ne-
cesario formular nuevos mecanismos para la solución de controversias,
entre los Estados y entre éstos y sus gobernados. En este tenor, la figura
del arbitraje ha tenido que adaptarse a necesidades internacionales cada
vez más demandantes de una justicia pronta, motivo por el cual dicho
mecanismo se ha depurado con el tiempo. Tal es el caso del surgimiento
de los paneles binacionales comerciales, cuya esencia fundamental es ser
medios de revisión alternos e independientes a las partes en conflicto.

Esta figura arbitral contemplada actualmente por diversos tratados in-
ternacionales plantea el someter un determinado conflicto al conocimien-
to de un conjunto de expertos, denominado panel, cuya conformación se
encuentra previamente establecida en los textos legales vinculatorios, y
su objeto igualmente determinado con antelación.

El mecanismo de paneles arbitrales presenta para las partes en un con-
flicto, ciertas ventajas tanto de carácter político como de carácter proce-
sal. En el ámbito procesal, el desarrollo de la controversia contará con
mayor agilidad en el desarrollo de procedimientos y emisión de la reso-
lución.

El proceso a seguir será ventilado ante un grupo de expertos, cinco
por lo regular, los cuales conocerán exclusivamente del conflicto, procu-
rando resolver con la mayor agilidad posible, por lo que en este sentido
el proceso de resolución será más breve y conocido por ambas partes, to-
da vez que los paneles se manejarán por medio de reglas de procedimien-
to y reglas modelo de procedimiento, lo que facilita la homogeneización
de criterios y el amplio conocimiento de la norma a aplicar.
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En el aspecto político, la principal ventaja es que la solución de la
controversia se realizará entre las partes del conflicto, ventilándose así
sin la intervención de un tercero ajeno a éste, lo que no sucedería si la
controversia fuera sometida a un procedimiento ante una corte interna-
cional de justicia cuya actuación dejaría entrever la falta de conciliación
entre las partes, lo que conlleva una buena o mala impresión hacia el ex-
terior.

Uno de los principales ejemplos de los paneles arbitrales son sin lugar
a duda los paneles binacionales comprendidos en el Tratado de Libre Co-
mercio de América del Norte.

En este sentido, cabe mencionar que los paneles binacionales previs-
tos en el capítulo XIX (Revisión y solución de controversias en materia
de cuotas antidumpig y compensatorias) tienen características peculiares,
como lo son el hecho de que las partes inversionista-Estado se constriñen
a la jurisdicción de los paneles en comento, los cuales actúan mediante
un conjunto de normas previamente establecidas y donde se contemplan
tanto la norma internacional como la local de las partes en conflicto.

El panel arbitral que conocerá de los conflictos del capítulo XIX es un
panel arbitral ad hoc, el cual estará compuesto por cinco miembros, cuyo
objetivo será la resolución de una controversia en particular.

X. LA HETEROCOMPOSICIÓN JUDICIAL

Con objeto de analizar el proceso en comento, es necesario primero
definir el concepto de heterocomposición, el cual implica la solución de
un conflicto por un tercero ajeno al litigio, sin interés propio en la con-
troversia, lo que implica un principio de imparcialidad.34

En ese rubro tienen cabida distintos medios para la solución de contro-
versias, como lo son el arbitraje, la mediación, la conciliación y el proce-
so judicial, toda vez que en ellos interviene un tercero, que pondrá fin a
un litigio.

Respecto al proceso judicial, el órgano que resolverá el conflicto po-
drá ser un órgano jurisdiccional de algún Estado o un tribunal suprana-
cional, como lo pudiera ser la Corte Internacional de Justicia, o alguna de
las distintas cortes de derechos humanos.
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La heterocomposición judicial local se aplicará por un órgano jurisdic-
cional del Estado con facultades para emitir una resolución obligatoria
para las partes con las facultades coercitivas necesarias para su ejecu-
ción.

En el ámbito local, para que el órgano jurisdiccional de un Estado in-
tervenga no se requiere que las partes hayan convenido con antelación
someterse a éste, sino que solamente se requiere que alguno de los invo-
lucrados en la controversia determine someterla ante autoridad compe-
tente obligando a ambas partes a constreñirse al proceso judicial.35

En el ámbito nacional, la competencia necesaria para conocer de algún
tipo de controversias se determinará con base en la jurisdicción corres-
pondiente a la materia, el lugar y el turno que corresponda. En este senti-
do, el artículo 94 constitucional refiere que el Poder Judicial de la Fede-
ración se deposita en una Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal
Electoral, en tribunales colegiados y unitarios de circuito y en juzgados
de distrito.36 Cabe hacer mención que también existen ciertos organismos de
carácter administrativo que conocen y emiten resoluciones, las cuales
pueden ser impugnadas ante el órgano Judicial competente.

Un ejemplo interesante de este tipo de heterocomposición es el caso
de los conflictos contemplados en el capítulo XIX del Tratado de Libre
Comercio de América del Norte, ya que plantea en su artículo 1902 el
principio de que cada una de las partes se reserva el derecho de aplicar
sus disposiciones jurídicas en materia de cuotas antidumping y compensa-
torias a los bienes que se importen de territorio de cualquiera de las otras
partes signantes, considerando como disposiciones jurídicas en la materia
las leyes pertinentes, los antecedentes legislativos, los reglamentos, la
práctica administrativa y los precedentes judiciales. Asimismo, refiere en
su artículo 1904 que cada una de las partes reemplazará la revisión judi-
cial interna de las resoluciones definitivas sobre cuotas antidumping y
compensatorias con la revisión que lleve a cabo un panel binacional res-
pecto de una resolución definitiva emitida por una autoridad investigado-
ra competente de una parte importadora con la intención de determinar si
esa resolución fue emitida de conformidad con las disposiciones jurídicas
mencionadas en el artículo 1902 antes referido, en la medida en que un
tribunal de la parte importadora podría basarse en tales documentos para
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revisar una resolución definitiva de la autoridad investigadora que deba
conocer,37 con lo que limita la intervención judicial respecto de las reso-
luciones finales emitidas por la autoridad investigadora; sin embargo,
dentro de las Reglas de Procedimiento del Artículo 1904 y del Comité de
Impugnación Extraordinaria del Tratado de Libre Comercio de América
del Norte, en particular la regla 33 de dicho ordenamiento, determina que
la persona interesada que tenga la intención de solicitar la revisión judi-
cial de una resolución definitiva deberá notificar, respecto de una resolu-
ción definitiva dictada en México o Estados Unidos y dentro de los vein-
te días siguientes a la fecha referida en el párrafo 3(b) o (c), un aviso de
intención de iniciar la revisión judicial.

A mayor abundamiento, la regla subsecuente de las Reglas referidas
establece los elementos que deberá contener una solicitud de revisión an-
te un panel.

Respecto de la heterocomposición judicial internacional, podemos de-
terminar que su competencia será tan variada como los eventos que se
actualicen en el ámbito internacional; es decir, existen diversos tribuna-
les que conocerán de controversias en específico, respecto de los Estados
que acepten su jurisdicción.

Los tribunales internacionales emitirán resoluciones que deberán aca-
tar los Estados en conflicto, con la diferencia de que los procesos de eje-
cución carecen en primera instancia de coercibilidad para su cumpli-
miento.

El beneficio de estos tribunales se refleja en la tendencia de objetividad
que presentan para conocer de un conflicto, independientemente de la in-
fluencia que pudieran ejercer las partes en conflicto, hecho que de actuali-
zarse, también se podría convertir en su mayor defecto.

Otro beneficio será la aplicación de una norma ajena a las de las par-
tes, lo que conlleva un status de equilibrio para todos los involucrados.

XI. CONCLUSIONES

Dentro del desarrollo del mundo global, el fomento del comercio interna-
cional ha fungido como piedra angular. Una de las principales características
de este auge es la interacción de sujetos constreñidos a diversas jurisdiccio-
nes, situación que inicialmente presenta un conflicto para la solución de pre-
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sentes o futuras controversias; en este sentido, las partes se encuentran con
distintas posibilidades para la resolución del conflicto, las cuales fueron des-
critas a lo largo de la presente investigación.

La dinámica que hoy postulan tanto los Estados como los diversos or-
ganismos internacionales para la solución de controversias en materia in-
ternacional plantea diversas opciones, que pueden llevar a un mismo re-
sultado, en el entendido de que ninguna de ellas sea contraria a derecho o
a la norma pactada entre los Estados.

Sin lugar a duda, la opción elegida por las partes vinculadas en un
conflicto comercial de orden internacional dependerá de sus necesidades
y características particulares, así como de lo que se haya convenido con
antelación entre las partes; es decir, habrá sujetos que prefieran algún fo-
ro respecto de otro por así convenir a sus intereses.

Así, las partes se podrían someter, si así lo elijen, a la jurisdicción de un
determinado Estado, pudiendo ser, por ejemplo, aquel donde se realizó el
acto jurídico o aquel de donde son oriundas las partes. En este caso será
un Estado en particular el que resuelva el conflicto; asimismo, las partes
también podrán acogerse a aquellos procesos y procedimientos conveni-
dos en los tratados internacionales.

No obstante, las partes cuentan con la posibilidad de elegir otros foros,
ya sea al momento de convenir el acto mercantil o al momento de que se
actualice el supuesto materia de la controversia, siempre y cuando éstos
no se contrapongan a la norma que les rige. Generalmente la elección de
opción diversa para resolver un conflicto deriva de casos que por sus ca-
racterísticas requieren la especialización en la materia de que se trate o la
posibilidad de resolverlo en un término menor del que supone su resolu-
ción ante un foro previamente establecido, o bien se trata de actos de co-
mercio no contemplados por la norma jurídica.

Los diversos medios para solventar algún conflicto presentan distintas
características. Tal es el caso de los procesos arbitrales, cuya principal
ventaja es el adaptarse a las necesidades de las partes, conviniendo un
arreglo personalizado a la situación, donde la vanguardia en conocimien-
tos y la especialización técnica surten sus efectos en un mejor proveer.

En este orden de ideas, nos encontramos con los paneles para la solu-
ción de controversias, conformados por un conjunto de normas previa-
mente establecidas para la resolución de conflictos en particular, hecho
que permite que las partes se encuentren en la misma sintonía normativa,
facilitando con esto la solución del conflicto; asimismo, dicho foro pro-
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porciona la posibilidad de resolver una controversia de forma menos rígi-
da, donde los acuerdos se incrementan y las fricciones se minimizan pro-
curando proporcionar una solución cordial para las partes involucradas.

Respecto del proceso judicial ventilado ante la jurisdicción de un
Estado, ambas partes cuentan con los beneficios de certidumbre y certeza
respecto de la coercibilidad necesaria para ejecutar la resolución; sin em-
bargo, los oriundos del Estado donde se ventila la controversia tienen el
beneficio de contar con un conocimiento mayor respecto de la norma y
su aplicación, a diferencia del extranjero, lo que se podría reflejar en de-
terminado momento como una posible ventaja para el nacional, aunque
siempre existe la garantía de imparcialidad del juez.

Finalmente, es importante destacar que en el ámbito internacional
existen tribunales y organismos competentes para resolver controversias
entre diversos Estados, cuya característica y ventaja principal es la im-
parcialidad que les da el no estar vinculados directamente con Estado al-
guno, y en consecuencia resolver objetivamente el conflicto; sin embar-
go, actualmente este tipo de tribunales y organismos se encuentran
limitados en cuanto a las materias de competencia, y se espera su prolife-
ración en los años por venir.
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